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RESOLUCIÒN No. 
 

POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN UNAS DETERMINACIONES 
 

LA DIRECTORA DE LA REGIONAL VALLES DE SAN NICOLÁS DE LA CORPORACIÓN 
AUTÓNOMA REGIONAL DE LAS CUENCAS DE LOS RÍOS NEGRO - NARE, CORNARE. 

En uso de sus atribuciones legales y delegatarias y  
 

CONSIDERANDO  

1. Que mediante Resolución 131-0036-2017 del 23 de enero de 2017, notificada de manera 
personal el día 03 de febrero de la misma anualidad, Cornare OTORGÓ PERMISO DE 
VERTIMIENTOS a la sociedad INVERSIONES TUCÁN ORIENTE S.A.S con Nit  
900.482.258-5, a través de su representante legal el señor GUILLERMO ARBELAEZ 
GOMEZ, identificado con cédula de ciudadanía número 70.903.065, para el tratamiento y 
disposición final de las Aguas Residuales no Domésticas -ARnD, generadas en la EDS 
TUCÁN establecida en el predio identificado con el folio de matrícula inmobiliaria 020-65517 
ubicado en zona urbana del municipio de Rionegro. Vigencia del permiso por un término de 
diez (10) años contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo. 

2. Que por medio del radicado CE-03844-2024 del 05 de marzo de 2024, la señora ISABEL 

CRISTINA GÓMEZ RAMÍREZ en calidad de representante legal, allega información para su 

evaluación.  

3. Que en atención a lo precitado y a las funciones de control y seguimiento atribuidas a la 

Corporación, se realiza visita técnica al predio el día 03 de octubre del año en curso, 

generándose el oficio interno con radicado CI-01638-2024 del 09 de octubre de 2024, en 

donde se pudo evidenciar lo siguiente: 

“… • Tras revisar el expediente y realizar las verificaciones técnicas correspondientes, se 

evidenció que el cuerpo receptor de los vertimientos es el sistema de alcantarillado público 

operado por E.P.M. Rionegro (antes E.P. Río) y no un cuerpo de agua natural, lo que 

implica que la competencia para el control y seguimiento de los vertimientos recae 

sobre el prestador del servicio público domiciliario de alcantarillado, conforme a lo 

establecido en el Decreto 1076 de 2015, en sus artículos 2.2.3.3.4.17 y 2.2.3.3.4.18, y la 

Resolución 361 de 2015.  

• Se realizó visita el 03 de octubre del 2024 los técnicos David Mazo, Lexy Paola Aristizábal y 

la practicante María Fernanda Agudelo, al predio para verificar las condiciones de vertimiento 

de las aguas residuales, confirmando que estas se dirigen efectivamente al sistema de 

alcantarillado público administrado por E.P.M. Rionegro. Como soporte de dicha verificación 

se anexa la factura de servicios públicos correspondientes, la cual evidencia el cobro por el 

servicio de alcantarillado …” 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Que el artículo 8 de la Constitución Política establece que “Es obligación del Estado y de las 
personas proteger las riquezas culturales y naturales de la nación”. 

Que el artículo 79 de la Carta Política indica que: “Todas las personas tienen derecho a gozar 
de un ambiente sano. La Ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones 
que puedan afectarlo. 

Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.” 
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El artículo 80 ibidem, establece que: “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su Conservación, 
restauración o sustitución...” 

Que el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones, intereses que van en 
caminados entre otras cosas al disfrute del medio ambiente sano a través de los respectivos 
mecanismos de prevención, control y/o mitigación. 

Que en nuestra legislación existe un importante mecanismo de protección del medio 
ambiente, en cuanto otorga a los Entes públicos responsables del control Ambiental, la 
facultad de tomar medidas e imponer las sanciones que consideren pertinentes, y así cumplir 
con el precepto constitucional y legal de hacer prevalecer el interés general sobre el particular 
que debe regir dentro de nuestro estado social de derecho.  

Que es función de CORNARE propender por el adecuad o uso y aprovechamiento de los 
recursos naturales de conformidad con los principios medio ambientales de racionalidad, 
planeación y proporcionalidad, teniendo en cuenta para ello lo establecido por los postulados 
del desarrollo sostenible y sustentable. 

Que el artículo 49 de la Constitución Política de Colombia establece que el saneamiento 
ambiental es un servicio público a cargo del estado. 

El artículo 80 de la Constitución Política, establece que: “El Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
Conservación, restauración o sustitución...” 

Que el Decreto 1076 en su artículo 2.2.3.2.20.5, señala: “… Se prohíbe verter, sin 
tratamiento, residuos sólidos, líquidos o gaseosos, que puedan contaminar o eutroficar las 
aguas, causar daño o poner en peligro la salud humana o el normal desarrollo de la flora o 
fauna, o impedir u obstaculizar su empleo para otros usos.  

El grado de tratamiento para cada tipo de vertimiento dependerá de la destinación de los 
tramos o cuerpos de aguas, de los efectos para la salud y de las implicaciones ecológicas y 
económicas …” 

Por otro lado, la validez de un acto administrativo es el resultado de la perfecta adecuación, 
sumisión y cumplimiento de los requisitos preestablecidos en una norma superior, es decir, el 
acto administrativo es válido en la medida que se adecue a las exigencias del ordenamiento 
jurídico. 

La validez del acto administrativo resulta entonces, desde esta óptica, como un fenómeno de 
contenido y exigencias del derecho para la estructuración de la decisión administrativa. La 
eficacia, por su parte, es una consecuencia del acto administrativo que lo hace capaz de 
producir los efectos jurídicos para los cuales se expidió. La eficacia, a diferencia de la validez, 
se proyecta al exterior del acto administrativo en búsqueda de sus objetivos y logro de sus 
finalidades. 

No obstante, lo anterior, una vez expedido el acto administrativo pueden presentarse 
fenómenos que alteren su normal eficacia, estos fenómenos son conocidos dentro de nuestra 
legislación como eventos de pérdida de fuerza ejecutoria, recogidos por el artículo 91 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo., según el cual: 

“… Pérdida de ejecutoriedad del acto administrativo. Salvo norma expresa en contrario, los 
actos administrativos en firme serán obligatorios mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Perderán obligatoriedad y, por lo tanto, no 
podrán ser ejecutados en los siguientes casos:  
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1. Cuando sean suspendidos provisionalmente sus efectos por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.  

2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho.  

3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la autoridad no ha realizado los actos 
que le correspondan para ejecutarlos.  

4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto.  

5. Cuando pierdan vigencia …” (Negrita por fuera del texto) 

Bajo el entendido nombre genérico de pérdida de fuerza ejecutoria, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. recoge lo que la doctrina 
administrativa denomina en algunas oportunidades, como fenómenos de extinción de los 
efectos de los actos administrativos. Eventos que no son otra cosa que alteraciones a la 
normal eficacia del acto administrativo.  

En relación con la pérdida de fuerza ejecutoria del acto administrativo, por el 
desaparecimiento de sus fundamentos de hecho o de derecho, se presenta el fenómeno 
jurídico denominado como el decaimiento del acto administrativo por causas imputables a sus 
mismos elementos, en razón a causas posteriores, no relacionadas directamente la validez 
inicial del acto. El decaimiento del acto en el derecho colombiano está en íntima relación con 
la motivación del acto, se configura por la desaparición de los elementos integrantes del 
concepto motivante del acto. 

El artículo 91 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
al instituir el llamado decaimiento del Acto Administrativo dentro del concepto genérico de 
pérdida de fuerza ejecutoria, desarrolla una limitante expresa al mundo de la eficacia del acto, 
para lo cual es necesario analizar la causal 2ª de dicho artículo relacionada con la 
desaparición de los fundamentos fácticos o jurídicos que le han servido de base a la decisión, 
en sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo de agosto 1 de 
1991, esa Corporación se pronunció frente a la pérdida de fuerza ejecutoria en relación con 
un acto general y frente a un acto particular así:  
 
“… De acuerdo con lo anterior, el legislador colombiano ha establecido expresamente: 
Primero, que el Acto Administrativo – sin hacer distinción entre el general y el particular, o 
concreto -, salvo norma expresa en contrario, pierde su fuerza ejecutoria, entre otros casos 
cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho y, segundo, cuando por 
sentencia ejecutoriada se declare la nulidad de una ordenanza o de acuerdo intendencial, 
comisarial, distrital o municipal, en todo o en parte quedarán sin efecto en lo pertinente los 
decretos reglamentarios …”  
 
Que el artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, establece los Principios rectores de la actuación y 
procedimientos administrativos a la luz de la Constitución Política Colombiana, los cuales, 
para estos efectos citaremos los numerales 12º y 13º, a saber:  
 
Artículo 3°. Principios.  
 
… 12. “En virtud del principio de economía, las autoridades deberán proceder con austeridad 
y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel 
de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas.”  
 
13. “En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los 
procedimientos  
 
… a efectos de que los procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos 
legales y sin dilaciones injustificadas.” 
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A su vez el Decreto 1076 de 2015 en su artículo 2.2.3.3.4.17 dispone:  
 
“… ARTÍCULO 2.2.3.3.4.17. Obligación de los suscriptores y/o usuarios del prestador 
del servicio público domiciliario de alcantarillado. Modificado por el núm. 13 del art. 12, 
Decreto Nacional 050 de 2018. Los suscriptores y/o usuarios en cuyos predios o inmuebles 
se requiera de la prestación del servicio comercial, industrial, oficial y especial, por parte del 
prestador del servicio público domiciliario de alcantarillado, de que trata la reglamentación 
Única del sector de vivienda o la norma que lo modifique, adicione o sustituya, están 
obligados a cumplir la norma de vertimiento vigente.  
Los suscriptores y/o usuarios previstos en el inciso anterior, deberán presentar al prestador 
del servicio, la caracterización de sus vertimientos, de acuerdo con la frecuencia que se 
determine en el Protocolo para el Monitoreo de los Vertimientos en Aguas Superficiales, 
Subterráneas, el cual expedirá el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  
 
Los usuarios y/o suscriptores del prestador del servicio público domiciliario de alcantarillado, 
deberán dar aviso a la entidad encargada de la operación de la planta tratamiento de 
residuos líquidos, cuando con un vertimiento ocasional o accidental puedan perjudicar su 
operación …”  
 
Que el artículo 2.2.3.3.4.18 del citado Decreto 1076 del 2015, en cuanto a la 
Responsabilidad del prestador del servicio público domiciliario de alcantarillado. 
Dispone que: “El prestador del servicio de alcantarillado como usuario del recurso hídrico, 
deberá dar cumplimiento a la norma de vertimiento vigente y contar con el respectivo permiso 
de vertimiento o con el Plan de Saneamiento y Manejo de Vertimientos - PSMV reglamentado 
por la Resolución 1433 de 2004 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o la 
norma que lo modifique, adicione o sustituya.  
 
Igualmente, el prestador será responsable de exigir respecto de los vertimientos que se 
hagan a la red de alcantarillado, el cumplimiento de la norma de vertimiento al alcantarillado 
público. 
 
Cuando el prestador del servicio determine que el ario y/o suscriptor no está cumpliendo con 
la norma de vertimiento al alcantarillado público deberá informar a la autoridad ambiental 
competente, allegando la información pertinente, para que esta inicie el proceso sancionatorio 
por incumplimiento de la norma de vertimiento al alcantarillado público …” 
 
Que en cumplimiento a la disposición anterior la Corporación expidió la Circular con radicado 
100- 0018 del 26 de julio de 2019, cuyo objetivo es fortalecer el ejercicio de Autoridad 
Ambiental de CORNARE en torno a Ia aplicabilidad en Ia gestión corporativa de las 
disposiciones contenidas en los artículos 13 y 14 del nuevo Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022, Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 "Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad" en 
concordancia con lo señalado en el Decreto 1076 de 2015 en sus artículos 2.2.3.3.4.17 y 
2.2.3.3.4.18.  
 
Que en el artículo 10 del Acuerdo 002 del 14 de marzo de 2014 expedido por el Archivo 
General de La Nación, que establece los criterios básicos para creación, conformación, 
organización, control, consulta y cierre de los expedientes de archivo, así:  

“ARTÍCULO 10°. Cierre del expediente. El cierre de un expediente se puede 
llevar a cabo en dos momentos: 

a. Cierre administrativo: Una vez finalizadas las actuaciones y resuelto el 
trámite o procedimiento administrativo que le dio origen. 

b. Cierre definitivo: Una vez superada la vigencia de las actuaciones y cumplido 
el tiempo de prescripción de acciones administrativas, fiscales o legales. 
Durante esta fase se pueden agregar nuevos documentos”. 
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De lo anterior se colige que se introducen nuevas disposiciones normativas en materia de 
vertimientos, específicamente respecto a Ia disposición de las Aguas Residuales no 
Domésticas – ARnD, conectadas al sistema del alcantarillado público (con o sin tratamiento 
previo), igualmente se reiteran e incrementan las obligaciones tanto para suscriptor y/o 
usuario y así como para el prestador del servicio del alcantarillado publico respecto al 
cumplimiento de Ia Norma de vertimientos Resolución N° 0631 de 2015.  
 
Que, en virtud de las anteriores consideraciones de orden jurídico, se hará uso de la figura de 
saneamiento de un trámite administrativo por parte del funcionario que profirió los actos 
administrativos, con el propósito de dejar sin efectos el mismo, declarándose de pérdida de 
fuerza ejecutoria de la Resolución 131-0036-2017 del 23 de enero de 2017, se enmarca 
dentro de las nuevas disposiciones señaladas por el anterior Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022, Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 "Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad", 
toda vez que las Aguas Residuales No Domesticas -ARnD, generadas por Trampa de grasas 
a la red de alcantarillado municipal operado por EPM, no requiere permiso de vertimientos, 
sin perjuicio de lo señalado en el artículo 2.2.3.3.4.17 del Decreto 1076 del 2015, y las demás 
obligaciones señaladas en la presente actuación.  
 
Que es competente para conocer de este asunto, la Directora Regional de Valles de San 
Nicolás de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro - Nare 
“CORNARE” en virtud de la delegación establecida por la Dirección General y en mérito de lo 
expuesto, 
 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO: DECLARAR LA PÉRDIDA DE FUERZA EJECUTORIA de la 

Resolución N° 131-0036-2017 del 23 de enero de 2017, mediante la cual Cornare OTORGÓ 

PERMISO DE VERTIMIENTOS a la sociedad INVERSIONES TUCÁN ORIENTE S.A.S con 

Nit 900.482.258-5, a través de su representante legal el señor GUILLERMO ARBELAEZ 

GOMEZ, identificado con cédula de ciudadanía número 70.903.065, para el tratamiento y 

disposición final de las Aguas Residuales no Domésticas -ARnD, generadas en la EDS 

TUCÁN establecida en el predio identificado con el folio de matrícula inmobiliaria 020-65517 

ubicado en zona urbana del municipio de Rionegro, en virtud de lo expuesto en la parte 

motiva del presente acto administrativo 

ARTÍCULO SEGUNDO: ORDENAR a la Oficina de Gestión Documental el archivo definitivo 

del Expediente Ambiental Nº 056150424239 en atención a la parte motiva del presente acto 

administrativo. 

Parágrafo. No se podrá archivar en forma definitiva hasta tanto se agote la vía administrativa, 
y quede debidamente ejecutoriada la presente actuación jurídica. 

ARTÍCULO TERCERO. ADVERTIR a la sociedad INVERSIONES TUCÁN ORIENTE S.A.S a 

través de su representante legal, la señora ISABEL CRISTINA GÓMEZ RAMÍREZ, o quien 

haga sus veces al momento, que deberá dar cumplimiento a lo señalado en el Decreto 1076 

de 2015 en su artículo 2.2.3.3.4.18 

ARTÍCULO CUARTO: NOTIFICAR el presente acto administrativo a la sociedad 
INVERSIONES TUCÁN ORIENTE S.A.S a través de su representante legal, la señora 
ISABEL CRISTINA GÓMEZ RAMÍREZ, o quien haga sus veces al momento. Haciéndole 
entrega de una copia de la misma, como lo dispone la Ley 1437 de 2011. De no ser posible 
la notificación personal se hará en los términos de la mencionada Ley.     

ARTÍCULO QUINTO: INDICAR que contra la presente actuación procede el recurso de 
reposición, el cual deberá interponerse ante el mismo funcionario que profirió este acto 
administrativo, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su notificación, según lo 
establecido en la Ley 1437 de 2011.   
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ARTÍCULO SEXTO: ORDENAR la PUBLICACIÓN el presente acto administrativo a través 
de la página web de la Corporación www.cornare.gov.co, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 71 de la Ley 99 de 1993. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

LILIANA ANDREA ALZATE RESTREPO 

Directora Regional Valles de San Nicolás 

 

 

Expediente: 056150424239 
Proceso: Control y seguimiento 

Asunto: Vertimientos 

Proyectó: Abogada/ María Alejandra Guarín G. Fecha: 15/10/2024 

Técnico: Lexy Aristizabal 

 

 

http://www.cornare.gov.co/

